
PREFACIO

Hemos agrupado en este libro una serie de ensayos que condensan 
nuestro pensamiento sobre aspectos esenciales del Derecho consti-

tucional y administrativo, principalmente argentinos, a la luz de una vi-
sión comparatista. Esta visión no es otra que la proveniente de la concep-
ción principialista y su aplicación en la dogmática constitucional y 
administrativa basada en la NEDN de John Finnis.

A partir del enfoque doctrinario básico, volcado en los cuatro prime-
ros capítulos, la obra recoge diversos estudios que comprenden desde las 
fuentes de la Constitución Argentina de 1853 y el análisis sobre la potes-
tad reglamentaria a partir de la reforma constitucional de 1994 hasta una 
serie de ensayos vinculados a las instituciones que componen la dogmática 
del Derecho administrativo y constitucional.

Desfilan así, los referidos a la supervivencia del servicio público, la 
declaración de voluntad como conformadora del acto administrativo, di-
versos matices de la problemática de la responsabilidad del Estado, la con-
figuración del sistema judicialista argentino y el examen de sus fuentes 
constitucionales vinculadas a la Constitución de Cádiz de 1812, para con-
cluir con un análisis sobre la regulación administrativa de cara a las crisis 
económicas.

Queremos destacar que, en cuanto al sistema judicialista, la tipología 
de la Constitución argentina responde, ante todo, a la tradición histórica, 
a sus antecedentes preconstitucionales y a la incorporación de fuentes 
exógenas. De ello se sigue, que la Constitución constituye un sistema ba-
sado en la yuxtaposición o pluralidad de fuentes, lo que torna inconcebi-
ble interpretar nuestra realidad constitucional (en forma exclusiva o prin-
cipal), a la luz del Derecho constitucional norteamericano, cuyos valores 
fundamentales no ponemos en duda.

Un segundo aspecto remarcable consiste en la interpretación flexible 
y dinámica de la doctrina de la separación de los poderes, basada en el 
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equilibrio y armonía de los órganos que ejercen las funciones del Estado 
(administrativas, legislativas y jurisdiccionales), en el marco de una con-
cepción material que desemboca en el desarrollo de un sistema judicialis-
ta acentuado o puro.

Y, precisamente, para garantizar los libertades y demás derechos fun-
damentales, la función que cumple el art. 109 de la C.N., en cuanto pro-
híbe al Poder Ejecutivo el ejercicio de funcionales judiciales, avocarse al 
conocimiento de causas pendientes o reestablecer las fenecidas, cobra una 
singularidad que refuerza el principio divisorio, mediante una interpreta-
ción de la Constitución que contempla la necesidad de admitir (aunque no 
como cláusula general) el ejercicio de funciones jurisdiccionales por parte 
de entes o tribunales de la Administración, a condición de dejar a salvo la 
revisión final por parte de los jueces mediante el control judicial amplio y 
suficiente.

En el plano teórico y práctico, las restricciones que disminuyen la 
extensión del control judicial no encajan en nuestro sistema de unidad de 
jurisdicción habida cuenta que el control, ha de ser un control pleno, 
comprensivo tanto de las cuestiones de derecho como de las de hecho. 
Este principio se extiende a toda la actividad sancionatoria de la Adminis-
tración la cual si bien constituye el ejercicio de la función jurisdiccional en 
sentido material viene a ser algo así como un “testium genus”, dada la 
ausencia de los requisitos orgánicos que hacen a la independencia de la 
función asignada. Suponer que, en estos casos, hay función administrativa 
cuando se ejerce el “ius puniendi” es como dejar a la actividad sancionato-
ria de la Administración sin las garantías y principios del proceso judicial, 
favoreciendo el abuso de sus potestades y la consecuente desviación de los 
fines del poder administrativo.

En resumidas cuentas, las tesis que sustentamos sobre el sistema ju-
dicialista argentino coinciden –en buena medida– con una parte esencial 
del pensamiento de John Finnis acerca de la necesidad de destacar la 
institución judicial para la vigencia del “rule of law” o, para nosotros, del 
Estado de Derecho. En efecto, el maestro de Oxford considera que a las 
conocidas “desideratas” o exigencias planteadas por Lon Fuller cabe 
adicionar estas cuatro: a) la independencia de los jueces; b) la publicidad 
de los procedimientos judiciales; c) la potestad de los tribunales para revi-
sar los procedimientos y las acciones de los jueces y de los funcionarios  
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y, d) el acceso a la justicia para todos los ciudadanos, incluidos los caren-
tes de recursos1.

Todos los juristas son siempre deudores de quienes los precedieron 
en el camino propio de su oficio en defensa del Derecho y la justicia, una 
suerte de carga moral que nos obliga a su reconocimiento. Entre los juris-
tas argentinos, resultaría inexcusable no mencionar a nuestros maestros 
Miguel S. Marienhoff y Jorge Tristán Bosch, junto a los ex titulares de 
la Cátedra de Derecho Administrativo de la UBA, los profesores Manuel 
Maria Diez y Pedro Aberastury.

También, en la evolución de nuestro pensamiento, es advertible la 
influencia del Derecho europeo, a través de sus administrativistas insig-
nes. En tal sentido, señalamos la que ha tenido Eduardo García de Ente-
rría y Jesús González Pérez, verdaderos maestros y amigos, como lo 
son, en la actualidad, Tomás Ramón Fernández Rodríguez y Santiago 
Muñoz Machado junto a la pléyade de juristas que han sabido poner a 
nuestra disciplina en un destacadísimo lugar en el Derecho europeo e ibe-
roamericano. 

Juan Carlos Cassagne
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[1]  Finnis, John, Natural Law and Natural Rights, Oxford University Press, Oxford, 201, p. 270 
y ss., cit., por Massini Correas, Carlos I, Gobierno del derecho y razón práctica, La Ley, Buenos 
Aires, 2022, ps. 56-57.


